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FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR
LA AlnURlDAD QUE LE CONFIERE LA CONnrrtlCION DE LA NACIÓN ESPA­

"'OLA.

Desestimar el recurso de amparo fonnulado por don Antonio Menén-
dez Femández. -

Pubüquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado_.

Dada en Madrid, a trece de octubre de mil novecientos nOVenta
y dos.-Miguel Rodriguez·Piftero y Bravo-Ferrer.-Femando García·Mon
y Gonzalez-RegueraJ.-Carlos de la Vega Bcnayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado
y rubricado.

ÍI\struetora alguna. De otra parte, como pone de manifiesto el Fiscal,
en los autos no se encuentra acto procesal en que pueda fundarse
la queja de la parcialidad del Juez. como no sea la Sentencia absolutoria
dictada en la instancia en el libre ejercicio de la potestad jurisdiccional
(art. 117.3 C.E.).

s. Resta por analizar. por último. la cuestión relativa a si la Sen·
tencia de apelación dictada por la Audiencia Provincial ha infringido.
como estima el recurrente, el derecho al Juez imparcial (art. 24.2 C.E.).
Pues bien. tampoco esta alegación puede servir como fundamento del
amnaro solicitado. En primer lugar. es claro Que la Sentencia de ape­
lación no vulnera directamente el derecho al Juez imparcial del recurren­
te, dado que la Sala enjuició nuevamente y libre de contaminación
alguna un material probatorio que fUe objeto de instrucción. pues. con­
trariamente a lo que sostiene el actor, en el recurso de apelación pudo
la Audiencia. confonne a la naturaleza de dicha impugnación, examinar
las pruebas practicadas en la primera instancia y hace una valoración
distinta de la efectuada por el Juez de instrucción.

En segundo lugar, rechazada la supuesta infracción del derecho
al Juez imparcial en la primera instancia, por las razones antes expuestas,
carece de toda relevancia la queja de que la Audiencia no pedia reparar
la eventual lesión del derecho ftmdamental invocado por ser exigible
en cada una de las instancias la garantia de imparcialidad.

..Ha decidido

vez concluido el sumario y remitido a la Audiencia Provincial. la Sala.,
en Auto de 2 de noviembre de 1987, ordenó continuar la causa por
los trámites del proccdimlcnto de la Ley Or¡¡¡Inica 1011980 ante el
propio Juzgado de Instrucción y acordó dejar sin efccto el procesamiento
en su dia decretado por el instructor; e) formulados escritos de acusación
por el Ministerio Fiscal" y la acusación particular (et hoy recurrente
de amparol, el Juez de Instrucción, en Auto de 29 de noviembre de
1987, acordó admitir las pruebas propuestas y procedió a señalar fecha
para el juicio oral. y d) celebrado el juicio. el Juez dictó Sentencia
el 16 de enero de 1988. en la que absolvió a la acusada, al estimar.
en síntesis. que de los hechos declarados probados no se derivaba
responsabilidad criminal alguna de la acusada

4. De cuanto antecede. y de conformidad con la doctrina cons-­
titueional antes expuesta, ha de concluirse que en el presente caso
no cs posible apreciar la vulneración del derecho al Juez imparcial
(art. 24.2 C.E.) alegada por el recurrente de amparo.

En efecto. en primer término, el recurrente se limita a denunciar
que en el caso que nos ocupa no existió separación entre las fUnciones
instructora y la juzgadora, y que. por ello, ha sido infrinllido el derecho
constitucional al Juez imparciaL Pero como la duda- sobre la impar­
cialidad del juzaador la formula el recurrente en su condición de aeu·
sación particular. carece. de fundamento. de conformidad con lo antes
expuesto. 1& aducida infracción del derecho al Juez imparcial.

En segundo término. además, las objeciones que el recurrente hace
no 'dejan de ser meramente retóricas. pues en nada concreta de forma

· verosimilla parcialidad del Juez en relación con las partes en el proceso
o en razón de su relación con el objeto del mismo. En este sentido.
no basta con constatar el hecho de que el Juez sentenciador hubiese
realizado. como efectivamente realizó. actos de naturaleza instructora.
como por eJem~lo el procesamiento de la quereUada (por todas.

· STC 55/1990). smo Que es preciso además acreditar. siquiera sea indi·
· ciariamente. que la actiV1dad instructora llevada a cabo por el Juez
para averiguar el delito y sus posibles responsables pudo provocar en
su animo prejUicios e impresiones a favor de la acusada. Por lo que
respecta a esta concreta cuestión eS preciso resaltar. de una parte.

· que son manifiestamente- infUndadas las alegaciones del recumnte de
que el Juez instructor. despues de haber dietado ,Auto de procesamiento.
participó activamente. en distintas diligencias de prueba practicadas
en la fase de instrucciOn. pues. como se comprueba del examen de
las actuaciones, con posterioridad al Auto de procesamiento y a la
declaración indagatoria de la procesada no se llevó a cabo actividad

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

:a siguiente

.La Sala Primera del TrIbl.nal Constitucional. compuellla por don
Miauel RodrI&uez-Plftero y Bravo-Ferrer, Presidente; don Fernando Gar­
ciao-Mon y Gonzélez..Re¡ueral, don Carlos de la Vega Benayas, don
Vicente Oimeno Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don
Pedro Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

l. Antecedentes

1. Por escrito presentado el 9 de febrero de 1989 en el Juzgado
de Guardia y registrado el 10 de febrero d&·-1989 en este Tribunal
don Rafael Rodriguez Montaut, Procurador de los Tribunales. interpuso,
en nombre y. representación de doña Elena Garcia Salgado. recurso
de amparo contra Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Central
de Trab;yo de 16 de noviembre de 19~8

2. Constituyen la base fáctica de 1a demanda los siguientes ante­
cedentes de hecho.

a) La recurrente, mientras se encOntraba desempeñando su ocu­
pación habitual de peluquera por cuenta lijena. causó baja por enfer·
medad diagnosticada como «ecceltll qudOt. Fue dada de alta el 20
de febrero de 1986 y de nuevo ~~ por «eccema de contacto»
desde el 18 de marzo hasta el 7 de abril de 1986. En la Mutua en
que su Empresa tenia asegurados los riesgos profesionales se extendió
parte de baja por enfennedad profe$nal

b) En el procedimiento de declaración de incapacidad, tras el
preceptivo informe qe la Unidad de Valoract6n Medica de tncapa·
cidades, la Comisión de Evaluación de Incapacidades diagnosticó:

4("Dennatitis eccematosa". Presenta intolerancia a la bisuterla. No
se observan sensibilizaciones de oriaen profesional. pero los productos
de peluqueria pueden influir en su dermatitis por su capacidad irritativa,
según el estudio realizado por el Instituto Nacional de Medicina y
Seguridad en el Trabajo...

c) La DireCCIón Provincial de Madrid del Instituto Nacional de
La Seguridad Social dictó Resolución el 29 de enero de 1987 declarando
que estas lesiones no constituían invalidez permanente en grado alguno
ni lesiones permanentes no invalidantel.

d) La recurrente fonnuló demtli1da solicitando la declaración de
incapacidad pennanente total para la profesión habitual derivada de
enfennedad profesionaL Esta demanda fue resuelta por Sentencia de
la Magistratura de Trabajo núm. 11 de Madrid, de 22 de junio

Sala PrimeN. Sentenda 137//991. de 13 de octubre.
Recurso de amparo 17///989. Contra Sentencia de la
MaglJtlYJtul'tl d~ Trabqjo desestimatorla de/ recurso de
suplicación l1ft~rpuesto contra S~nlencla de la Magistratura
de Trab4Jo núm. JI de Madrid en procedimiento de decla­
ración de Incapacidad laboral .Vulneración del derecho
a la tute/a judicial efectiva: Incongruencia omlsiva.

25274

En el recurso de amparo núm. 271/89, interpuesto por doña Elena
Jarcta Salgado, representada por el Procurador don Rafael Rodriguez
Vlontaut y asistida del Letrado don Emilio Palomo Balda. contra Sen·
encla de la Sala Tercera del Tribunal Central de- Trablijo de 16 de
loviembre de 1988. Han sido partes el Instituto Nacional de la Seguridad
k>ctal, representado por el Procurador don Eduardo Morales Price
, asistido por la Letrada dOlla Rafaela Espinós Segura; la Mutua Patronal
ll'Iurciana de Accidentes de Trablijo, representada po'f el Procurador
ton Ar¡imiro YéZquez Ouil1én y asistido por el Letrado don Urbano
Jlanes. y la Tesoreria Oeneral de la, Seguridad Social. representada
IOr el Procurador don Ramiro Reynolds de Miguel y asistida por el
"etrado don Ramiro Gim'nez Moreno. Ha intervenido el Ministerio
'iscal. Ha sidO Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Senctra,
luien expresa el parecer de la Sala.



6 Martes 17 noviembre 1992 BüB núm. 276. Suj?íernento

de 1987. No existió pronunciamientp alguno sobre lo solicitado por
la actora, es decir, sobre la existencia o no.de incapacidad permanente
total, limitándose el Magistrado de Traba)o a .señalar que la deimatitis
era previa al trabajo. lo que no había sido objeto del debate en la
vía previa ni en el acto del juicio.

e) Disconforme con esl<1 Resolución. la actara formUló recurso
de suplicación ante el Tribunal Central de Trabajo. Recurso que se
articuló en tres motivos: En el primero, se alega que la Sentencia
de instancia infrin¡ia Jos arts. 120 L.P.L., 359 L.E.e. y 24.1 e.E.
al haber extralimitado Jos términos de la litis; en el segundo. se imputaba
a la Sentencia infracción del art. 135.4 LGSS puesto que las lesiones
padecidas por la aetora habrían de ser calificadas como constitutivas
de incapacidad pennanente total, y en el último. infracción del arto 85
LGSS, puesto que la enfennedad· de la actora debía ser considerada
profesional.

1) La Sala Tercera del Tribunal Central de Trabajo. en Sentencia.
de 16 de noviembre de 1988, desestimó el recurso de suplicación.
En su fundamentación se alude a la existencia de un único motivo,
en el recurso de suplicación relacionado con la aplicación del arto
135.4 LGSS. Dado que este motivo no puede prosperar por las razones
que se exponen. el recurso de suplicación es desestimado en su totalidad.
Sin embargo. la recurrente habria~formuladotres motivos de suplicación.
abarcando preceptos procesales y sustaptivos incluso de rango cons­
titucional. La Sala no se pronuncia sobre eUos, Jo que se explica por
la utilización de «modelos de Sentencia» que. si bien permite des­
congestionar la Sala Tercera del Tribunal Central. implica un coste
excesivo para los justiciables.

3. La demanda de amparo invoca el,art. 24.1 C.E. Aunque el
derecho a l~, tutela judicial. efectiva. en cuanto derecho a obtener una
resolución fundada en el fondo, no implique la necesidad de dar res·
puesta particularizada a todas y cada una de las alegaciones realizadas
por la parte (SSTC 13fl987, 42fl988 Y 45fl988), la falUl de pro­
nunciamiento por parte del Tribunal Central respecto a varios de los
motivos de suplicación articulados por la actora aparece constitutiva
de incongruencia con relevancia constitucional. Junto a la infracción
del arto 135 LGSS -único motivo contestado por la Sala-, el recurso
de suplicación planteaba dos cuestiones de gran- importancia a las que
no se ha dado respuesta. De un lado la posibilidad de que el Magistrado
de Trabajo hubiera· infringido los arts. 120 L.P.L.. 359 L.E.C. y 24.1
C.E. al plantear en la Sentencia una cuestión nueva -si la enfermedad
tenia o no el carácter de profesional- suscitada por la Mutua Patronal
con posterioridad al juicio y sin posibilidad de que el resto de las
partes se pronunciaran al respecto. Este planteamiento desbordaba los
límites del proceso, en el que se debatia si existia o no incapacidad
permanente total, pero no si la misma tenia su origen en enfermedad
profesional o común. En cualquier caso. aun descartando que existiera
enfermedad profesional, el Magistrado debió pronunciarse respecto a
si las lesiones eran o no invalidantes, pues éste precisamente era el
objeto de la demanda. De otro lado; además lie no pronunciarse sobre
esta cuestión el Tribunal Central, no ha resuelto el tercer motivo del
recurso de suplicación. en el que se· intentaba justificar el carácter
profesional de la dermatitis. Existe, por todo eUo, una denegación tecnica
de justicia lesiva del arto 24.1 C.E.

Se solicita la concesión del amparo con anulación de la Sentencia
impugnada y retrotracción de actuaciones del recurso de suplicación
al momento de dietar Sentencia.

4. Mediante providencia de 17 de abril de 1989, la Sección Segunda
del Tribunal Constitucional acordó admitir a trámite la demanda de
amparo y. conforme al arto SI LOTC. solicitar a los órganos judiciales
interviníentes en los autos certificación o copia adverada de las actua­
ciones. asl como Que Ja práctica de los emplazamientos procedentes.

Por providencia de 5 de junio de 1989. Jareferida Sección acordó
acusar recibo de las actuaciones remitidas como tener por personados
a don Eduardo Morales Price, Procurador. en nombre y representación
del LN.S.S.; a don Argímiro·VáZquez Guillen. Procurador, en nombre
y representación de la Mutua Patronal Murciana de Accidentes de
Trabajo, y a don Ramiro R.eynolds de Miguel. Procurador. en nombre
y representación de la Tesoreria General de la Seguridad Social. asi
como, conforme al arto 52 LOTC. dar vista de las actuaciones a las
partes personadas y al Ministerio Fiscal, al objeto de que fonnuiaran
las alegaciones que estimasen oportunas.

5. El Ministerio Fiscal. tras resetiar los antecedentes y la juris­
prudencia de este Tribunal en materia de incongruencia, pone de mani­
fiesto que, aun cuando la TeCUJTCnte formuló tres motivos de suplicación,
la Sentencia impusnada sólo contestó a uno de ellos. el formulado
en segundo lugar relativo a la lnfracción del arto 135 LGSS. Al limite
podrla admitirse qUe tácitamente ha dado respuesta al motivo tercero,
relativo a la consideración o no de la enfermedad como profesional.
En cualquier caso resuha evidente que la Sentencia impugnada no
resuelve la cuesit6n planteada en el primer motivo de suplicación en
el que además se suscitaba la posible vulneración del art. 24.1 C.E.•
ya que la demandante sostenia qUe el Magistrado babia introducido
en su argumentación una cuestión nueva. Una respuesta expresa a

este primer motivo y quizá también al tercero. parece esencial para
la resolución del proceso por lo que su defecto constituye lesión del
derecho a la tutela judicial. Se interesa en consecuencia la estimación
de la demanda.

6. En su escrito de alegaciones la representación de la recurrente
üa por reproducidas las contenidas en la demanda de amparo.

7. La representación del I.N.S.S. se opone a la concesión del
amparo. En la vía administrativa se declaró que la aetora no estaba
afecta de invalidez permanente en grado alguno derivada de enfermedad
común. Sin embargo, presentó demanda solicitando la incapacidad total
derivada de enfermedad profesional por entender que a las lesiones
derivadas de su enfennedad común debia añadirse la alergia al niquel.
Se introduce con eUo la cuestión nueva que al fmal rechazó el Magis­
trado. En el recurso de suplicación se hace valer esta circunstancia
como incongruencia, sin razón alguna, puesto que la Sentencia de
instancia se adecua estrictamente a la demanda Por lo demás. la Sen·
tencia del- Tribunal Central de Trabajo desestima la pretensión de la
trabajadora porque al no haberse modilicado el relato fáctico. no puede
aceptarSe su-argumentación jurídica.

En consecuencia. no puede admitirse que existe lesión del arto 24.1
C.E. A eno hay que añadir que las Sentencias absolutorias del deman­
dado no pueden ser incongruentes. según reiterada jurisprudencia del
Tribunal Supremo y que. en fm, con arreglo a la jurisprudencia del
Tribunal Constitucional la Sentencia impugnada no lo es, puesto que
el Tribunal Central de Trabajo se ha mantenido dentro de lo solicitado
por el demandante (SSTC 2011982 y 110/1986).

8. También la representación de la Mutua Murciana de Accidentes
de Trabajo se opone a la concesión del amparo. Precisa ante todo
que. aunque éste se dirige formalmente contra la Sentencia dietada
por el Tribunal Central de Trabajo. en realidad se impugna también
la Sentencia de la Magistratura. Eno obliga a analizar por separado
ambos pronunciamientos. aunque ninguno de ellos es lesivo de la tutela
judicial efectiva:

a) En cuanto a la actuación del Magistrado. es claro que el mismo
no ha extralimitado el objeto del proceso. La actora solicitó en su
demanda la declaración de incapacidad permanente total. derivada de
enfermedad profesional y el Magistrado COntestó precisamente a esto.
La expresión «derivada de enfennedad profesional» no es una mención
irrelevante. ya que las prestaciones derivadas· de riesgos profesionales
se encuentran sometidas a régimen jurídico distinto al aplicable a las
de origen común. tanto en relación con las condiciones de acceso
a las prestaciones como con su base reguladora o con la Entidad
responsable del pago. De este modo. el que el Magistrado se ciñera
a la existencia o no de la enfermedad profesional ha de reputarse
exquisitamente correcto. Es· más, si hubiese entrado a analizar si existía
o no invalidez derivada de enfermedad común, habría producido alte­
ración del objeto procesal. En cualquier caso, y aun aceptando a efectos
dialeeticos la existencia de incongruencia, la misma careceria de rele­
vancia constitucional, puesto que no ha supuesto alteración del principio
contradictorio. La actora en todo momento ha podido defenderse y
formular sus alegaciones.

b) La Sentencia del Tribunal- Central de Tra~ incurre como
mucho en· infracción proces~l sin relevancia constitucional.. Es claro
que la misma se 'Üusta al debate sicndo su motivación suficiente con
índependencia de su mayor o menor brevedad. EUo es asl porque
en el suplico del recurso de suplicación se .pedia precisamente la· esti­
macíón de la demanda cuando la lógica consecuencia de 18.aprecíación
de la incongruencia que se solicitaba habria sido la nulidad de la Sen·
tencia. Es claro por eno que la Sentencia del Tribunal Central. se ajusta
al petitum, que en un sistema de justicia rogada Hmita 18 actuación
del juzgador, por lo que hay que descartar lesión del principio de
congruencia y del arto 24.1 C.E.

9. La Tesorería General de la Seguridad Social, tras poner de
manifiesto que la responsabilidad seria en cualquier caso de la Mutua
Murciana, señala que sus intereses coinciden con los deJ I.N.S.S. por
lo que se adhiere a su escrito. En cualquier caso, excluye que existe
indefensión toda vez que la recurrente ha podido hacer valer sus intereses
ante la jurisdicción ordinaria y defenderse y contestar las correspon­
dientes alegaciones. En este contexto su pretensión es obtener la revisión
de la aplicación de la legalidad ordinaria, lo que, según reiterada juris­
prudencia constitucional, no procede hacer en la via del amparo.

10. Mediante providencia de 8 de octubre de 1992. se señaló
para la deliberación y fallo 4e la presente Sentencia el dia 13 del
mismo mes yana.

ll. Fuodamentos juridlcos

l. En el presente recurso de amparo se trata de dllucídar si la
Sentencia dietada por el Tribunal Central. deTra~o.el 16 de noviembre
de 1988, que desestimó el recurso de suplicación interpuesto por la
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'tOra =wrente en amparo contra la Sentencia de la~
, " Trahl\io núm. 11 de Madrid de 22 de junio de 1987, viola, como

.tima la recurrente. el derecho a la tutela judicial efectiva por no
Lberse pronunciado sobre dos de los tres motivos de suplicación ale­

. dos por la reourrente, Y muy seilaIadamonte la _Ión del prin.
pío de conanumcta que se invoca como fundamento en el BIt. 24.1
E., por haberse separado la resolución de instancia de los términos
. que fue plantesda la cuestión litigiosa.

Frente a la anterior pretensión de amparo, a la que se adhiere
Ministerio fiscal, se oponen todos los demandados: el LN.S.S.• para
¡en la Sentencia del T.e.T. ruana acertadamente que «no debe pros­

. rar el examen del derecho aplicado, puesto que no se ha modificado
el recurso la relación fáctica de la Sentencia de instanciP: la Mutua

urciana de Accidentes de Trabajo, que reitera la falta de alteración
1objeto procesal y la adecuación de la Sentencia imP\IIIlada al debate
gloso, y, por Ultimo, la Tesorerta General de la SOJUridad Socia1
e excluye la existencia de Indefensión por parte del recurrente al
ber podido alegar sus pretensiones y replicar las posiciones contrarias.

2. En ré1aci6n con el vicio de incongruencia omisiva aenWlciado,
ha declarado en múltiples ocasiones que el no dar respuesta motivada
-ilndada en Derecho a las cuestiones esenciales suscitadas por las
rteI a lo tarso del proceso puede entrañar una incongruencia. vul·
radora del BIt. 24.1 de la C.E. (SSTC 16811988.24411988,511990).

"lora bien. ni todo vicio de incongruencia es Susceptible de amparo
IlStitueionaL sino tan sólo aqueOa que pueda ocasionar indefensión
re 77/1986). ni es posible concluir de forma "automática que exista
ión del derecho a Ja tutela judicial efectiva siempre que no se dé
1 respuesta expresa a una alegación concreta. pues este derecho
~da perfectamente prantizado si el 6rgano judicial resuelve ¡eoé­
unente las pretensiones de las partes. aunque no se pronuncie res­
~to de las aJepc:iones concretas no sustanciales (STe 95/1990).
;¡, hipótesis de silencio· de1 órgano judicial frente a al¡una de las
tensiones «no son, por tanto. susceptibles de una solución univoca..
o que han de ponderarse las circunstancias concurrentes en cada
o concreto para determinar si el silencio del órgano judicial frente
¡guna de las pretensiones puede o no ser razonablemente interpretada
no una desestimación tácita que satisfaga las exigencias del derecho
~ tutela judicial» (STe 88/1992).

3. En el caso debatido. la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo
i se impugna comienza por no reflejar fielmente el número de motivos
pidos por la aetora en su recurso de suplicación. No es cierto que.
no la Sentencia afttma. el recurso se basara en un único motivo,
) en tres' como queda evidenciado en el escrito de interposición
mismo. Se omite. pues, dar respuesta a dos de los tres motivos

suplicación, llmitAndose a resolver únicamente la alegación relativa
Infracción del BIt. 135.4 de la LOSS.

Admitida. pues, la falta de respuesta a dos de los fundamentos
recurso de suplicación, hemos de comprobar ahora si dicha omisión
;a sobre aspectoS sustanciales, si la respuesta proporcionada en la
tencia resuelve impllcitame'nte tales motivos de impugnación y si
incongruencia. en su caso; advertída es susceptible da generar
,rensión.

t En el únil;C) f\mdamento de la Sentencia impugnada. el Tribunal
ltral de TrablUo IClllmita. razonar que no le es autorizado desvirtuar
apreciaciones de la Sentencia con razonamientos basados en una
rente interpi'etacióD di la naturaleza de las lesiones eJijuiciadas.
endiend.o que prevalezca el criterio de la recurrente sobre el juicio
iuzpdor a quo. Dejando al m.arsen si se ha razonado suficientemente
1). cuestión que no ha SUIC1tado alguna objeción. la Sentencia ha
1). por lo pronto, una solución a la alegaci6n concreta formulada
el motivo seJUDdo del recuno, atinente a la infracción del arto
.4 LGSS. Pero al mismo tiempo hay que considerar que ha resuelto
Imente el tercer motivo di supUcación por el alcance de la respuesta
nada que deviene VlWda,·asimlsmo para lo planteado aqui por la
'ra. En este motivo, ~a recurrente ptetendla. en contra de lo man·
:lo en la Sentencia de inltancia. que sus secuelas debian reputarse
das a enfermedad profetlbnal. Al no apreciarlo ast la Sentencia
nstancia. consideraba q.. 6sta era contraria al arto 85 LGSS.
~ste motivo, ya en IU formuJacl6n, aparece íntimamente conectado
el motivo aepndo de suplicación, ya que la recurrente, para pedir
conocimiento de invalidez permanente total para el trabajo habitual.
~ de la existencia de una enfermedad profesional. Constituye, por
'. una cierta 1"eCh.mdancia su planteamiento. Pero. con independencia
110, es claro que una vez descartado que unas determinadas secuelas
Udantes tensan su oriSCn en el ejercicio de la actividad profesional.
msideraciÓft di que existió enfermedad profesional carece de rele·
:Ja La declaración de que las lesiones que padece la recurrente
asan en. la constitución biológic.,.patol6gica de aquélla -qUe es
o)ntenida e'n el único fundamento de la Sentencia impugnada al
nodificar un épice la' sentencia recurrida de instancia- hac.e inne­
rio cualquier pronuneiadiiento respecto de una cuestión que sim­
Iente se Umita a alilnetftar la tesis contraria. Si --como" parece
lar el Tribunal Central- la dermatitis que padece la actera es

anterior al ttablIjo, la determinación del nrtsen profesional del.. secuelas
sufridas qUe" pretende la recurrente en su tercer motivo de suplicación
resulta intrascendente Y no puede hablane por ello de una denegación
técnica de tutela balada en la omisión de respuesta al origen profesional
de las secuelas., pues es patente que la Sentencia impugnada decide
en su globalidad también sobre este último extremo.

S. La incon¡ruencia omisiva por falta de respuesta alcanza. sin
embargo. relevancia constitucional con respecto del primero de los
motivos Connulados en el recurso de suplicación. Aqui la recurrente
imputaba a la Sentencia de instancia infracción de los ms. 120, párrafos
2.° Y 3,°, L.P.L. (1980), 359 L.E.C. y 24.1 C.E. por apartarse de
los términos de debate procesal y por la falta de pronunciamiento
respeeto .del ünico tema -planteado en la demanda. en particular si
el cuadro cllnico de la aClora era o no detenninante de una invalidez
permanente en el ¡rado de total. Alegaba la _aclora que el Magistrado
de instancia habla introducido en su Sentencia «una cuestión nueva
que no fue tenida en cuenta en la vis. p~Yi8). cual es la de que la
enfermedad de la aet6ra no puede ser calificada en sentido técnico-ju­
rtdico como «profesionab. La novedad de esta cuestión derivarla de
que en las blijas previas concedidas por la Mutua Murciana. en sus
infonnes y en los diversos escritos emitidos en el procedimiento de
evaJuaci6n de incapacidades siempre se hablan considerado sus dolen.
cias- como profesionales. Por -otro lado. en la vista del juicio oral -a
la qUe no comparecieron ninsuno de los codemandados- no se planteó
la inexistencia de enfermedad profesional. «siendo alegada por primera
vez en el escrito presentado para mejor proveer por)a Mutua MuricanaJO.

En efecto. la resolucíón judicial impugnada no contiene la más
mlnima referencia a este referido vicio de incongruencia Existe la
posibilidad de que. de haber tenido en cuenta el motivo alegado. el
Tribunal Central de Trabajo habrta resuelto el recurso de forma esti­
matoria. ya que la Sentencia de instancia únicamente dio importancia
al orisen profesional o no de las secuelas padecidas por la recurrente.
La estimación del motivo formulado poclia haber llevado al Tribunal
Central de Trabajo a reconocer que se encontraba aquejada de una
incapacidad permanente total sin perjuicio del carácter común o pro­
fesional de la enfermedad.

6. De otra parte. tal posibilidad de estimación del motivo de supli­
cación, orillado por la Sentencia de forma inmotivada, no era infundada.
dado que el órgano judicial de in~1ancia, al basar su decisión en el
examen de una alegación deducida por la parte demandada en fanna
extemporánea. modificó la pretensión ejercItada Aun cuando el litigio
versaba sobre la solicitud de declaración de invalidez permanente en
el grado de total derivada de enfennedad profesional nadie, en la
fasc de alegaciones. habia cuestionado el oriacn profesional del cuadro
clinico de la actora. El asunto litigioso. que consistia. por tanto. en
determinar. partiendo del carácter profesional de la enfermedad. la
concurrencia de la invalidez reclamada, fUe rnueho en la Sentencia
en sentido desestimatorio mediante la introducción sorpresiva e intem­
pestiva de un hecho nuevo que deviene en factor decisivo del fallo.
cual es el referido a la etiologia común, de la patología observada,
suscitado por primera vez por la Mutua Murciana una vez concluso
el juicio oral y efl escrito de solicitud de práctica de «diligencias para
mejor proveer».

A este respecto, hay que resaltar· que las dill¡encias para mejor
proveer no constituyen un Instrumento hébit para que tU partes puedan
Introducir nuevas· alegaciones al proceso. sino un recurso excepcional
que dispone el juzgador para, una vez concluido Iljuicio y antes de
dictar Sentencia. complementar el materll1probatorio aponado, siempre
y cuando la prueba practicada de oficio reuip sobre el thema probandi
delimitado por las partes en su demanda y Contestación. Asi las cosas,
al posibilitar mediante la práctica de tales dillpnclu que la Mutua
Murciana pudiera traer al proceso hechos nuovos no planteados en
el juicio (ni siquiera en el expediente adnUnistrativo) se infringió el
principio de congruencia. causando indefensión. en la medida que la
resulución judicial se desvió de los ~nninos en que fue planteada
lacontroversia·procesal. produciéndose un fallo extraño a la causa
petendl de la pretensión y del objeto procesal deducido en el juicio
oral.

7. La introducción extemporánea de una nueva causa petendi ha
ocasionado, pues. una sustancial alteración del objeto procesal, pro­
vocando la consiguiente indefensión a la parte demandante, quien no
pudo articular la oportuna actividad probatoria tiente a·la alegación
intempestiva (el carácter no laboral de la onfennedad de ID. recurrente)
introducida por la demandada en el ~erido tr*mile de las diligencias
para mejor proveer. sin que pueda erilirse en causa de justificación
de la resolución adoptada en la instancia y confirmada en suplicación
la supuesta indefensión aducida por 18'demandada (su Incomparecencia
al juicio oral por la existencia de una· presunta «amenaza de bomba»
en el momento de su celebración) o la circunstancia de que. del resultado
de la práctica de aquellas diligencias. se le diera traslado a la actora.
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Que la parte demandada no sufrió indefensión alguna lo demuestra
el hecho de que, con independencia de que un mínimo deber de dili·
geocia debió motivar la comprobación de la verosimilitud de esta causa
de fuerza mayor (pues el juicio se celeb(6), la demandada tenía la
carga de solicitar la suspensión del juiCio oral pOT' dicha causa o su
nulidad al amparo de lo dispuesto en Jos aIts. 283.2.° y 3.° Y
242.2.°L.O.P.J., lo que tampoco hizo; lejos de eUo, articuló un auténtico
escrito de contestación a la demanda en su solicitud de práctica de
diligencias para mejor proveer, dando entrada en el proceso a la deno-

. minada +;ciencia privada del Juez».

Es cierto. por otra parte. que del resultado de la práctica de las
diligencias para mejor proveer se le dio traslado a la demandante.
pero el traslado de dich!l diligencia no garantiza el, cumplimiento de
los principios de contradicci6n e igualdad de armas. por cuanto la
actora no tuvo 'oportunidad proc;esal de rebatir o de contestar a la
nueva alegación introducido por la demandada en dicho....trámite, ni
de proponer la prueba necesaria para justificar el carácter profesional
de la enfermedad hasta ese momento nunca puesto en duda P9J nadie.
En cualquier caso. ha de estimarse contrario al derecho a la tutela
y a un proceso con todas las garantias la posibilidad de introducir
alegaciones o hechos nuevos distintos" al tema de la prueba al amparo
de la facultad inquisitiva contenida en aquellas diligencias. pues ello
significarla desvirtuar la naturaleza del trámite de las diligencias para
mejor proveer (convirtiéndola en una suerte de segunda fase de ale­
gaciones y de ejecución de prueba). así como desconocer la exigencia

de que en un proceso oral el material de hecho y su prueba ha
aportarse exclusivamente a la fase del juicio oral. el cual ha de celebra
con unidad de acto.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA AlJ
RIDAD QUE LE CONFIERE L/. CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN Esp~oLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Elena Garcia Salgado
en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho a la tutela judicial efectiva de la recurre
sin indefensión.

2.° Anular la Sentencia dictada por la Sala Tercera del Tribu
Central de Trabajo de 16 de noviembre de 1988 en el recurso
suplicación interpuesto contra la Sentencia de la Magistratura de Trab
núm. 11. de 22 de junio de 1987, recaida en el Auto núm. 108/19

3.° Devolver las actuaciones a la Sala de lo Social del Tribu
Superior de Justicia de Madrld para que diete una nueva Senten
suficientemente fundada y 'congruente con los motivos articulados
el recurso de suplicación.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a trece de Octubre de mil novecientos nove
y d'os.-Miguel Rbdríguez·Piftero y BravcrFerrer.-Femando Garcia-?v
y González-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gim(
Senara.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villalón,-Firm¡
y rubricado.

EN NOMBRE DEL REY

I. Antecedentes

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Miguel Rodriguez-Pmero y Bravo-Ferrer. Presidente; don Fernando Gar·
da·Mon y González-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don
Vicente Gimeno Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don
Pedro Cruz Villalón, Magistrados. ha pronunciado

imprudencia simple con infracción de reglamentos y resultado de le
nes y daños.

El demandante utiliza casi exclusivamente para su argumentac
el principio de presunción de inocencia consagrado en el arto .2
de la Constitución, ya que las dos resoluciones judiciales impugna
ahora le han condenado" sin que, a su juicio. haya habidd prueba
desvirtúe tal presunción de inocencia. La condena -ai'Jade- se ha bas
en las diligencias preparatorias instruidas por el Juzaado de TaraD(
que contentan el atestado realizado por la Guardia Civil de Trá
y las declaraciones de los testigos. Estas últimas resultan. a su pare
«irrelevantes~. por tratarse de versiones contradictorias, sin que fl
posible someterlas a contradicción. puesto que no comparecierOJ
juicio. haciéndolo sólo el" inculpado. Por lo que afecta al atesté
el Juzgado de Instrucción no lo tiene en cuenta en el relato de
hechos y si, en cambio. la Audiencia. Dicho atestado no fue ratiflc
ni antes ni después del juicio oral.

La Sentencia de la Audiencia Provincial rechaza ambas Quejas
argumentos'que consolidan la vulneración del arto 24 de la Constítuc
En relación con la comparecencia de los miembros de la Gua'
Civil para ratificar el atestado, mantiene la Sala -que ello no hub
supuesto más que la posibilidad de "ratificarse pnéricamente. Po
que afecta a la incomparecencia de 101 testigos, la Audiencia Provin
reconoce que no pudo haber examen contr&dietQrio de sus declaracic
en las diligencias. pero que tampoco se pidió por ninguna de las pa
la suspensión del juicio por ese motivo. ni le propuso prueba alg
al respecto. razonamiento que implica una inversión de la carga
la prueba en contra del arto 24.2 de 1& Constitución.

2. En providencia de 3 de abril de 198918 Secci6n puso de m
fiesto a las partes la posible coneurreJlCia de la causa de inadmh
prevista por el arto 50.1 e) de la LOTC (carencia manifiesta de conter
constitucional de la demanda). El Ministerio 'F'iIcaL en escrito de
de abril. considera al respecto Que no se ha producido la wInera(
del derecho a la presunci6n de inocencia que tOStiene el actor
entender Que la prueba de cargo obrante en la causa ha de estim'
como suficiente. por 10 que solicita que se declare la inadmisibili
del recurso. A su vez )a representación del recurrente. en el ese
que tuvo entrada en el Tribunal cuatro dial" después, insiste er
argumentación inicial que reproduce abre\Iiad.ameDt,

Vistas las alegaciones contradietoria& esta "8ecCión. en provide",
del 2 de octubre siguiente. acordó admitir a trámite dicha dema
y. además. requerir a la Audiencia ProYincial de cuenca y al Juze
de InstNceión núm. 2 de Taranc6n para que remitieran testiro,
de las actuaciones correspondientes. ui como para que el Juzg
emplazara por diez dias a quienes hubieran aicSo parte en el pr,
dimiento. salvo el recurrente a fm de que pudieran comparecel·
este proceso. A su vez. en providencia de 18 de diciembre. la Secc'
una vez recibidas las actuaciones que habla 1Olidtado. abrió un p
común de veinte días al Ministerio Fiscal y al demandante para ' "".

Sala Primera. Sentencia 138/1992. de 13 de octubre.
Recurso de amparo 352/1989. Contra Sentencias del Juz­
gado de Instancia de Tarancón y de la Audiencia Provincial
de Cuenca. condenatorias ambas del recurrente. aun cuan­
do con desigual consideración penal. como autor de una
falta de .ilriprudencJa simple. en el primer caso. y como
autor de un delito de Imprudencia simple. en el segundo.
Supuesta vulneración del principio de presunción de ino­
cencia: Actil'idadprobatoria suficiente.
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1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 23 de febrero
de 1989. doña Laura Lozano Montalvo. Procuradora de los Tribunales.
en nombre y representación de don Jesús Benito G6mez. interpuso
recurso de amparo contra una Sentencia dictada el 21 de octubre
de 1988 por e! Juzgado de Instrucción de Taranc6n y otra de la Audien­
cia Provincial de Cuenca, que lleva fecha 27 de enero de 1989. En
la demanda de amparo se dice que el recurrente sufri6 en su dia un
accidente de tréfico en el cual se vieron implicados varios vehículos.
Una vez conclusas las correspondientes diligencias preparatorias. el
Juzgado de Instrucción de Taranc6n dictó Sentencia el 21 de octubre
de 1988. donde se condenó al hoy" recurrente como autor de una
falta de imprudencia simple con resultado de lesiones y daños. For­
mulado recuno de apelación por el condenado en ella ante la Audiencia
Provincial de Cuenca. éstadiet6 el 27 de enero de 1989 sentencia
revocatoria de 1& anterior. calificando el hecho como un delito de

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 352/1989. interpuesto por la Pro­
curadora de .Ios .Tribunales dofia Laura Lozano Montalvo. en nombre
y representac;ión de don Jesús Benito Gómez, asistida del Letrado
don Francisco Javier Lozano Montalvo. contra sentencias del Juzgado
de Instmcción de Tarancón (21 de octubre de 1988) Yde 1& Audiencia
Provincial de Cuenca (27 de,enero de 1989). Ha sido parte el Ministerio
Fiscal. siendo Ponente el Ma¡istrado don Rafael de Mendizábal Allende.
quien expresa el parecer de la Sala.


